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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires


pres
PROYECTO DE LEY
El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
 sancionan con fuerza de
 
LEY
 

LEY DE JUICIO POR JURADOS

CAPITULO I

DEL OBJETO, CONSTITUCION Y FUNCIONAMIENO DEL JURADO

 Art. 1.-Objeto. La presente Ley tiene por objeto establecer el juicio por jurados en atención a lo dispuesto por los Artículos. 24, 75 inc. 12, 118, 121 y 122 de la Constitución Nacional; Artículos 15 y 166 de la Constitución de la Provincia.-
Art. 2.- Integración del juicio por jurados.- La junta electoral de la Provincia realizara un sorteo antes del 31 de junio, cada dos años; para su vigencia desde el 1º de enero siguiente, durante dos años; de entre los ciudadanos que figuran en el padrón electoral correspondiente a todas las localidades que pertenecen a la jurisdicción del Departamento Judicial del que se trate. El sorteo debe ser de trescientos (300) ciudadanos como mínimo  por cada Departamento judicial.- Si atento la extensión territorial y población de un Departamento Judicial, se agotara dicha lista, la Cámara de Apelación  y Garantías podrá solicitar un nuevo sorteo a la junta electoral. Las listas deberán estar integradas por igual número de electores femeninos y masculinos.


Las listas de jurados se publicaran en el Boletín Oficial de la Provincia por un (1) día.

Los jurados de cada Departamento Judicial se designaran por sorteo realizado por la Cámara de Apelación y Garantías antes del 15 de octubre del año inmediato anterior al que deba renovarse la nomina (un listado para cada Tribunal en lo Criminal que tenga el Departamento Judicial); de ocho (8) miembros titulares y cuatro (4) suplentes de la lista  proporcionada por la junta electoral; una vez depurada por la Suprema Corte de Justicia tal la previsión contenida en el Articulo 8 de la presente ley; conforme lo expuesto en el párrafo anterior, para integrar cada uno de los  Tribunales en lo Criminal del Departamento  Judicial, a los efectos de la presente ley. Estas nominas serán comunicadas a secretaria penal de la SCBA.

Art. 3.- Contralor. A los fines del sorteo que realizara la junta electoral de la provincia, se invitará a un veedor del Colegio de Abogados y otro del Colegio de Magistrados de la Provincia de Buenos Aires. En cuanto a la conformación por sorteo de las listas de jurados   que realizara la Cámara de Apelación y Garantías Departamental se invitara al Colegio de Abogados y al de Magistrados y funcionarios de ese Departamento Judicial para que envíen un representante. La inasistencia a las invitaciones formuladas para presenciar los sorteos no acarreara la nulidad de los mismos.

Articulo 4.- Requisitos. Establecese que, para ser jurado, se requiere:
a) Tener veinticinco (25) años de edad.
b) Haber completado la educación básica obligatoria.
c) Tener ciudadanía en ejercicio y contar con el pleno ejercicio de sus derechos.
d) Gozar de aptitud psico-física suficiente  para el desempeño de la función.
e) Tener una residencia permanente no inferior a cinco (5) años en el territorio provincial.

f) No tener antecedentes penales.
g) Ser persona con actividad laboral licita debidamente reconocida.
Art. 5.-Incompatibilidades. ESTABLÉCESE que no podrán cumplir funciones como jurados:

a) Todos los que participen o desempeñen cargos públicos en los Poderes Legislativo, Ejecutivo o Judicial, tanto en el orden nacional cuanto en el provincial y municipal, sea por elección popular o por nombramiento de autoridad competente o sea en forma transitoria o permanente.
Quedan comprendidos en la prohibición del presente inciso los funcionarios de la administración centralizada, desconcentrada y descentralizada, de las entidades autárquicas, empresas y sociedades del estado, sociedades de economía mixta, Instituto de Previsión Social de la Provincia,   Sociedades del Estado, Empresas prestadoras servicios en la Provincia de Buenos Aires, Banco de la Provincia de Buenos Aires, y las entidades o sociedades en las que el Estado Provincial o sus entes descentralizados tengan participación total o mayoritaria de capital o el poder de decisión.

b) Las autoridades directivas de los Partidos Políticos reconocidos por la Justicia Electoral de la Provincia o por la Justicia Federal con competencia electoral.
c) Los Abogados, Escribanos y Procuradores matriculados.
d) Los integrantes de las Fuerzas Armadas.
e)  Las Fuerzas Policiales y de Seguridad en actividad, tanto provinciales como nacionales.
f) Los sacerdotes de la Iglesia Católica y los  Ministros de  Cultos reconocidos.
g) Los miembros del Tribunal  de Cuentas de la Provincia.

Art. 6.-Inhabilidades. ESTABLÉCESE que se encuentran inhabilitados para desempeñarse como miembros del jurado:
a) Los imputados que se encuentren sometidos a proceso penal en trámite.
b) Los condenados por delitos dolosos en los últimos diez (10) años aniversario, que se computarán desde que la sentencia haya quedado firme.
c) Los concursados o fallidos que no hayan sido rehabilitados de conformidad con la Ley Nacional 24522.

 Art. 7.- Elevación y Depuración. EL Juzgado Electoral de la Provincia elevará los listados correspondientes a cada uno de los Departamentos Judiciales de la Provincia, a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, quien -a través de las Direcciones General de Superintendencia e Informática y las que indique el Cuerpo- procederá a depurar los listados a través de declaraciones juradas que requerirá a los ciudadanos sorteados por vía postal enviada al domicilio indicado en el padrón electoral y con franqueo de devolución pago. La Suprema Corte de Justicia determinará el tenor de la nota explicativa, el significado de las tareas encomendadas, el cometido que le asigna la ley en razón de su carácter de carga pública y todo otro dato que estime de interés.

Art. 8.-Listado Definitivo. Una vez devueltas las declaraciones juradas requeridas en el Artículo anterior y verificado que el ciudadano sorteado reúne los requisitos legales, La Suprema Corte de  Justicia procederá a la confección definitiva de los listados de jurados para cada uno de los Departamentos Judiciales.  Este listado deberá ser enviado a la Cámara de Apelación y Garantías de cada Departamento Judicial a los fines de lo dispuesto en el Artículo 3 de esta Ley.

Art. 9.-Observaciones. Dentro de los diez (10) días computados desde la   publicación en el Boletín Oficial de la Provincia, cualquier ciudadano podrá observar los listados confeccionados cuando existan errores materiales o incumplimiento de alguno de los requisitos legales, ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, quien resolverá -en definitiva y conforme a los antecedentes presentados por el impugnante- sobre la inclusión o exclusión del jurado sorteado.

Art. 10.- Reemplazo. La Suprema Corte de Justicia comunicará al Juzgado Electoral Provincial los nombres de los ciudadanos sorteados que no han reunido los requisitos legales, a los fines que -por intermedio de un nuevo sorteo- se obtenga un número equivalente por sexo y departamento judicial, en la misma proporción de los que han sido desestimados.
El sorteo complementario deberá efectuarse dentro de los quince (15) días hábiles de recibida la comunicación y se observarán -tanto para su realización cuanto para la elevación a la Suprema Corte de Justicia- las mismas prescripciones que las establecidas en esta Ley para el sorteo originario.
Art. 11.- Vigencia. Los listados  confeccionados en cada Departamento Judicial deberán publicarse en un diario de la sede de la cabecera departamental y en dos diarios de mayor tiraje de la jurisdicción departamental,  y tendrán vigencia hasta el día 31 de diciembre del segundo año, al que fueron designados.  La Suprema Corte de Justicia de la Provincia, por razones de mérito, podrá prorrogar la vigencia de los listados principales por un (1) año calendario más. 

Art. 12.- Listado Actualizado. Las Cámaras de Apelación y Garantías Departamentales actuantes deberán requerir a la Secretaría Penal de la Suprema Corte de Justicia, el listado principal respectivo, actualizado con las bajas transitorias, cuando resulte necesario integrar el Tribunal con jurados.

CAPITULO II

COMPETENCIA DEL JURADO

Art.13.-Competencia. Serán juzgados mediante juicio por jurados o  jurado popular todos los delitos que en el Código Procesal Penal de la Provincia no encuadran para su juzgamiento dentro del libro  III – Titulo II.  Quedan también excluidos los hechos que pertenezcan a la competencia del fuero penal juvenil. No obstante el imputado podrá renunciar expresamente a esta forma de juzgamiento en oportunidad de celebrarse la audiencia del Art. 338 del Código Procesal.

Art. 14.- Calificación según Requisitoria. En el supuesto contemplado en el último párrafo del Artículo anterior, la integración obligatoria se determinará luego de la calificación que corresponda a los hechos por los que se requiere la elevación a juicio.

Art. 15.- Sorteo. Una vez recibidas las actuaciones por el Tribunal en lo Criminal e integrado el mismo, el Presidente mandara notificar a los integrantes titulares y suplentes de la lista formada conforme la previsión del articulo 2º, para integrar el juicio por jurados ante dicho Tribunal,   para que comparezcan a aceptar el cargo en el plazo previsto en el Articulo 21 de esta ley, bajo apercibimiento de las sanciones  que hubiere lugar en caso de incomparencia injustificada. Estas actuaciones se realizaran por vía incidental y no deberán alterar ni modificar el procedimiento previsto en el   Articulo 338 del Código Procesal para la citación a juicio.

 Art. 16.-  Afectación y Cese.  Los jurados sorteados permanecerán afectados al proceso hasta que termine la etapa de excusaciones y recusaciones con causa.  Cuando alguno de los jurados titulares convocados fuera apartado por excusación o recusación, se designará sucesivamente a los restantes suplentes de la lista, según el orden del sorteo.  Un jurado suplente que no reemplaza a un jurado titular queda libre de toda obligación a partir del momento en que el jurado titular se retira para las deliberaciones.
Art. 17.-Naturaleza y Excusación. LA función de jurado para un juicio por jurados, es una carga pública y el designado sólo podrá excusarse de cumplirla cuando existiera causal justificada de excusación, o invoque una enfermedad grave de un pariente directo en su familia que requiera su presencia en el hogar, cuando la asistencia al proceso le cause un perjuicio severo a su patrimonio o cuando concurriera una o más causales de las establecidas para los jueces en la ley procesal penal. También están excusados de cumplir la carga, los que en razón de su edad al momento de tener que desempeñarse, estuvieran exceptuados de votar en las elecciones generales. No obstante el sorteado podrá aceptar el cargo y desempeñarlo, aun excediendo dicha edad, si estuviera en aptitud psico-física de poder cumplirlo.

Art. 18.-Oportunidad. La excusación deberá plantearse antes de aceptarse el cargo de jurado, por escrito fundado, ante el Tribunal en lo Criminal quien deberá resolver la incidencia en el plazo de dos (2) días. A los efectos de las causales de excusación y recusación enumeradas por la ley procesal penal se consideran interesados al imputado, el Ministerio Publico Fiscal, el damnificado u ofendido.

Art. 19.-Aceptación, Juramento y Apercibimiento. EL jurado que resulte designado, si no tuviera una causal de excusación, deberá aceptar el cargo  dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su notificación, bajo apercibimiento -si no invocase una justa causa debidamente acreditada- de lo dispuesto en el Artículo 248 del Código Penal de la Nación y ser eliminado directamente de la lista, sin perjuicio de las otras sanciones que pudieran corresponderle, según la reglamentación que se dicte.

Art. 20.- Comunicación, Baja Transitoria y Sanción. Practicada una designación, aceptado el cargo, y consentida la intervención del jurado titular, la Secretaría actuante comunicará por escrito a la Cámara Penal y de garantías departamental, precisando la carátula de la causa en la que se produjo la designación.  Dicha dependencia, en forma transitoria, dará de baja al jurado titular designado en la lista respectiva, hasta que ésta se agote por las sucesivas designaciones, oportunidad en la que -cuando ello se produzca- quedará totalmente rehabilitado. Si el jurado titular falleciera o sobreviniera alguna causal de impedimento después de haber aceptado el cargo, el Tribunal de intervención podrá convocar al suplente.  La renuncia injustificada o el abandono del cargo de jurado constituyen falta grave y determina la eliminación directa de la lista, sin perjuicio de las otras sanciones que pudieran corresponderle según la reglamentación. Cuando deba asumir uno o más de los jurados suplentes en virtud de las causales establecidas en la presente ley, la secretaría actuante efectuará la comunicación prevista en la primera parte de este Artículo a los fines de la baja transitoria del jurado designado. 

Art. 21.- Recusación con Causa. Con posterioridad a la selección a la que se refieren los artículos 17 y 18, los jurados podrán ser recusados con expresión de causa, cuando concurrieran una o más causales de las establecidas para los jueces en la ley procesal penal o las determinadas en la presente Ley, por haber prejuzgado en forma pública o por cualquier otro impedimento que, a juicio del recusante, pudiera afectar su imparcialidad. Ningún miembro será excluido como jurado por razones de raza, religión, sexo, o nacionalidad. La recusación con causa se tramitará por el procedimiento previsto en la ley procesal penal.

Art. 22.- Recusación sin causa. La defensa y el Ministerio Público, en el plazo de tres (3) días de notificada la integración de la lista de jurados que intervendrán en la causa, podrán -cada uno- recusar a uno (1) de los jurados titulares sin expresión de causa. 

Art. 23.- Notificación de la Integración. La lista definitiva de los ocho (8) jurados titulares y cuatro (4) suplentes que se integrarán al Tribunal en lo Criminal deberá ser notificada a todas las partes, defensores e interesados antes que se produzca la fijación de la fecha en que se realizará la audiencia de debate.

Art. 24.-Deber de Información. Los jurados deberán comunicar e informar al Tribunal en lo Criminal que integran, los cambios de domicilio y toda circunstancia sobreviniente que pudiera llegar a inhabilitarlo como jurado o constituir una causal de excusación o de incompatibilidad establecida por la ley procesal penal o por la presente Ley.

Art. 25.- Compensación y Gastos. Las personas que se desempeñen como jurados, a su pedido, serán resarcidas por el Estado a través de una retribución diaria por el término que demande el cumplimiento de su función, a cuyo fin también deberán computarse las intervenciones personales como jurado que hubiera demandado la tramitación de la causa en forma previa al debate. Cuando corresponda, el Tribunal deberá arbitrar las medidas necesarias para disponer el alojamiento de los miembros del jurado.  Los gastos de alojamiento, transporte y manutención serán también compensados en forma inmediata de acuerdo a los valores y pautas que determine la reglamentación.

Art. 26.-Incorporación. Los ocho (8) jurados titulares y los cuatro (4) suplentes convocados para integrar  el Tribunal en lo Criminal   avocado al conocimiento de la causa penal comprendida en la presente Ley, se incorporarán en la oportunidad prevista para el debate (Artículo 342 del Código de Procedimiento Penal), en cuya ocasión prestarán juramento ante el Tribunal según la fórmula que elijan.

Art. 27.- Dirección. EL Presidente del Tribunal en lo Criminal dirigirá el debate, ordenará las lecturas necesarias, hará las advertencias legales, recibirá los juramentos y declaraciones, y moderará la discusión, impidiendo derivaciones impertinentes o que no conduzcan al esclarecimiento de la verdad, sin coartar -por esto- el ejercicio de la acusación y la libertad de la defensa.-

El Presidente, además, participará en las deliberaciones y conducción procesal previstas por el Artículo 354, y 355 del Código de Procedimiento Penal.  Concluidas las mismas el jurado deliberara en sesión secreta para emitir el veredicto de inocencia o culpabilidad en su caso. El presidente que participara de dicha sesión solo votara en caso de empate. Luego de ello el o los jueces integrantes del Tribunal en lo Criminal se reunirán en acuerdo para pronunciar la sentencia de merito en los términos del veredicto  del jurado y del Articulo 371 del Código de Procedimientos Penales.

 Art. 28.-Incomunicación. Cuando las circunstancias del caso así lo requieran, de oficio o a pedido de parte, el Tribunal podrá disponer que los miembros integrantes del Jurado no mantengan contacto con terceros ni con los medios de comunicación, exclusivamente a partir del momento en que se retiren a deliberar para emitir su veredicto, disponiendo -en su caso- el alojamiento en lugares adecuados a cargo del Estado Provincial; si el mismo se prolongara por mas de un día.

Art. 29.- Incorporación de Suplentes. Si el Tribunal estimare que el debate deba prolongarse por más de dos (2) días atento a la naturaleza del caso, la cantidad de hechos investigados, la complejidad de la causa o por cualquier otra circunstancia, podrá convocar un número mayor de jurados suplentes para que presencien íntegramente el proceso para el caso que fuere necesario reemplazar a alguno de los jurados convocados. A partir del momento en que los miembros del jurado se retiren a deliberar, quedaran relevados del cargo los jurados suplentes que no hubieran tenido que reemplazar a un jurado titular.

Art. 30.- Garantías. A partir de su incorporación al debate, ningún jurado titular o suplente podrá ser molestado en el desempeño de sus funciones, ni privado de su libertad, salvo el caso de flagrancia o cuando existiera orden emanada de juez competente en virtud de haber sido requerida la citación a juicio.

Art. 31.- Presentación del Caso. Una vez abierto el debate y leída la acusación   las partes y los defensores podrán presentar el caso brevemente al jurado, explicando lo que pretenden probar como así también de que medios de prueba se valdrán.

Art. 32.- Prohibición. Los integrantes del jurado no podrán conocer las constancias de la investigación penal preparatoria y sólo tendrán acceso a la prueba producida o incorporada durante la audiencia de debate. Tampoco podrán interrogar al imputado ni a los testigos o peritos en forma directa. Pero podrán proponer en forma individual por escrito preguntas para los testigos,  peritos, o interpretes si los hubiera, como así también proponer careos; por intermedio del Presidente del Tribunal, que tendrá la decisión inapelable de admitir o denegar su procedencia. 

Art. 33.- Actuación Externa. Si resultare necesaria la realización de actos fuera de la Sala de Audiencias en la que se desarrolla el debate, el Tribunal deberá arbitrar los medios para la concurrencia de los jurados, o si ello no resultara posible -por la naturaleza del acto- para la filmación de la totalidad de lo que ocurra durante la producción, con la finalidad de exhibirlo posteriormente a los jurados en la Sala de Audiencias cuando se reanude el debate público. Todo el desarrollo del proceso que deba tener lugar en presencia de los jurados de juicio deberá ser filmado y grabado, bajo pena de nulidad del juicio en caso de omisión. Si ello ocurriera deberá repetirse todo el procedimiento a partir de la previsión del Art. 338 del Código procesal, si es que no media sentencia firme.

Art. 34.- Conclusiones. Terminada la recepción de las pruebas, el Presidente concederá sucesivamente la palabra en los términos previstos por el artículo 368 del Código Procesal.

Art. 35.- Deliberaciones. Inmediatamente después de terminado el debate, bajo pena de nulidad, el presidente y jurados que intervengan, pasarán a deliberar en sesión secreta, a la que solamente podrá asistir el Secretario. En el caso de Tribunal colegiado, solo asistirá a la deliberación el Presidente de conformidad con lo previsto en el anterior Art. 27. Los restantes miembros no podrán estar presentes al momento de emitirse el veredicto de inocencia o culpabilidad, debiendo hacerlo solo al pronunciar la sentencia de merito del articulo 371 del Código de Procedimientos. El Presidente del Tribunal deberá instruir previamente –dejándose constancia en acta-, a los jurados sobre la respuesta a los siguientes interrogantes: a) esta probada la autoria del hecho delictivo?, b) existe alguna causa de inimputabilidad, las que deberán ser debidamente explicadas? Y c) el imputado es culpable o inocente?. De ser negativa la respuesta al interrogante a) no se formularan las restantes preguntas.

Art. 36.-Continuidad y Suspensión. El acto de la deliberación entre juez y jurados no podrá suspenderse, salvo causas de fuerza mayor o que alguno de los jueces o jurados se enfermare hasta el punto de que no pueda seguir actuando.  La causa de suspensión se hará constar y se informará a la Suprema Corte de Justicia.

Art. 37.- Incorporación. Lo dispuesto en el artículo precedente para el caso de enfermedad de los jurados, sólo se aplicará cuando no existieran jurados suplentes que hayan asistido a la audiencia de debate, ya que -si lo hubiera- deberá incorporarse al jurado suplente.

Art. 38.- Presiones. Los miembros del jurado tendrán la obligación de denunciar ante el Tribunal, por escrito y a través del Presidente, sobre cualquier tipo de presiones, influencias o inducciones que hubiesen recibido, en forma directa o indirecta, para emitir su voto en sentido determinado.

Art. 39.- Normas de la sentencia. En la sentencia, el Tribunal resolverá todas las cuestiones que hubiesen sido objeto del juicio, fijándolas conforme al articulo 371 del Código adjetivo, respetando el veredicto previo de inocencia o culpabilidad emitido por el jurado, que será irrecurrible; salvo arbitrariedad o absurdo manifiesto en las conclusiones.

 Art. 40.-Reapertura. Si durante la deliberación el Tribunal estimare absolutamente necesario ampliar las pruebas incorporadas, podrá disponer, a ese fin, la reapertura del debate, con la presencia de los jurados. La discusión quedará limitada, entonces, al examen de los nuevos elementos. En tal caso deberá requerirse un nuevo veredicto de inocencia o culpabilidad en los términos del artículo 37 de la presente.

Art. 41.-
Mayorías. Las cuestiones planteadas en el Artículo anterior serán resueltas, sucesivamente, por mayoría de votos. En caso de empate votara el  Presidente del Tribunal.

Art. 42.-Votación y Fundamentos. Los jurados y el presidente del Tribunal (este ultimo en caso de empate),   votarán sobre las cuestiones que motivaron la reapertura y sobre la culpabilidad o inocencia del acusado en los términos del precedente Art. 35. Luego el Tribunal dictara sentencia de merito conforme lo previsto en el articulo 37l del Código.

Art. 43.-Requisitos. La sentencia que se dicte deberá observar los requisitos exigidos por la ley procesal penal.

Art. 44.- Prosecución y Lectura. Acto seguido, el Presidente se constituirá en la Sala de Audiencias, previa convocatoria verbal al Ministerio Público, a las partes y a sus defensores, y ordenará -por Secretaría- la lectura de la sentencia o de su parte dispositiva, bajo pena de nulidad, ante los que comparezcan.

Art. 45.-Reproducción. El Tribunal en lo Criminal que intervenga, sin perjuicio del acta que se labre, en forma complementaria podrá disponer -de oficio o a pedido de parte-que se tome versión taquigráfica, sin perjuicio de lo ya previsto en el anterior Art. 33; con excepción del acto de deliberación y votación de los miembros del jurado; y de sentencia del Tribunal, cuyas publicidades serán tan solo del resultado de la deliberación y de los fundamentos de la sentencia absolutoria o condenatoria.

Art. 46.- Desobediencia. Las personas que resulten designadas para integrar un jurado y en forma maliciosa se nieguen a comparecer a la audiencia de debate, serán nuevamente notificadas bajo apercibimiento de lo dispuesto en el Artículo 239 del Código Penal de la Nación.
Art. 47.- Mal desempeño. Las personas que resulten designadas para integrar un jurado y que -de cualquier modo- faltaren a los deberes y obligaciones previstos en la presente Ley, quedarán incursos en la causal de mal desempeño.

Art. 48.- Estado Judicial y Remoción. Los ciudadanos designados por el procedimiento establecido en la presente Ley tendrán estado judicial de jurados, al momento de su efectivo desempeño y a partir de que acepten formalmente el cargo  y presten el juramento correspondiente, equiparándoselos en sus obligaciones a los jueces en ejercicio, hasta que concluyan con su veredicto. Desde el juramento, los jurados podrán ser removidos por el procedimiento establecido para los jueces, si incurrieran en alguna de las causales previstas para la remoción, excepto la tipificada como desconocimiento inexcusable del derecho.-

Art. 49.-Difusión y capacitación. La Suprema Corte de Justicia y las Cámaras de Apelación y Garantías departamentales organizarán, individual o conjuntamente, cursos de capacitación para ciudadanos con el objeto de promover el conocimiento y adecuado cumplimiento de la función judicial de los jurados. La asistencia y aprobación de dichos cursos no constituirá un requisito para ejercer la función de jurado, pero servirá para acreditar idoneidad para cumplirla.

CAPITULO III

NORMAS DE APLICACIÓN SUPLETORIA – VIGENCIA

NORMAS INTERPRETATIVAS
Art. 50.- Ley Supletoria. EL Código de Procedimiento Penal de la Provincia es de aplicación supletoria a las disposiciones de la presente Ley.  A tal efecto considerase que los juicios por jurados establecidos en esta ley, también constituyen Juez natural en los términos del Art. 1º del Código Procesal; las previsiones del Código Procesal sobre impugnaciones recursivas, no se modifican, en los lugares en que se hace referencia a órganos judiciales, debe reputarse como incluidos los jurados de juicio. Las impugnaciones y recursos no pueden atacar el veredicto de inocencia o culpabilidad en su caso, que emita el jurado de juicio; salvo la previsión del Art. 39 in fine.

Art. 51.-Cómputo. Los plazos de días expresados en la presente Ley para la selección de jurados deben computarse en días hábiles. Los términos procesales para el desarrollo de la causa se computarán en la forma y modo previsto en la ley procesal penal.

Art. 52.-Conflicto Normativo. Todo conflicto normativo relativo a su aplicación, deberá interpretarse y resolverse por el Tribunal en lo Criminal, en beneficio de la presente Ley y del principio “in dubio por reo”.

Art. 53.-Orden Público. La presente Ley es de orden público y ninguna persona puede alegar en su contra derechos irrevocablemente adquiridos.
Art. 54.-Derogación. Derogase toda otra disposición normativa que se oponga a los contenidos establecidos en la presente Ley.

Art. 55.- Vigencia. Esta Ley entrará en vigencia  dos años después de su sanción, y se aplicará a todas las causas penales comprendidas en la misma que se eleven a los Tribunales en lo Criminal, a los que corresponda su juzgamiento a partir de esa fecha.

Art. 56.-  Reflejo Presupuestario. Autorizase al Poder Ejecutivo para efectuar todas las previsiones y ajustes presupuestarios que demande el cumplimiento de la presente Ley.
Art. 58.- Incorporase el texto de la presente ley como Libro Sexto al Código Procesal Penal ley 11.922 y complementarias, numerándose el precedente articulado correlativamente a partir del numero quinientos cuarenta y tres (543); sin perjuicio de otra numeración que pudiera corresponder de disponerse formular el texto ordenado del Código.

Art.58.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS


Ya la Constitución Nacional de 1853 con las reformas de 1860, 1866, 1898 y 1957, contenían disposiciones que se refieren al juicio por jurados. No se hizo necesario que este tema fuera introducido por la Convención Constituyente de 1994.


El articulo 24 de la CN categóricamente expresa “El Congreso promoverá la reforma de la actual legislación en todos sus ramos y el establecimiento del juicio por jurados”.


El articulo 67 inc. 11º que después de la reforma de 1994, paso a ser el articulo 75, inciso 12º, mantuvo la idea que ya venimos exponiendo: “Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería……………y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados”.


Por su parte el articulo 102, que después de la Convención Constituyente de 1994, paso a ser el articulo 118, termino de poner el broche de oro a una voluntad definida en tal sentido “Todos los juicios criminales ordinarios, que no se deriven del derecho de acusación  concedida la Cámara de Diputados, se terminaran por jurados, luego que se establezca en la Republica esta institución. La actuación de estos juicios se hará en la misma provincia donde se hubiera cometido el delito….”


Profundizando el análisis, en función de esta voluntad legislativa, para dotar a la sociedad de las herramientas que la Constitución Nacional le viene proponiendo y asegurando desde hace ciento cincuenta y nueve años (159), no podemos soslayar algunos interrogantes fundamentales.


¿Ha querido el constituyente que esta forma de juzgamiento denominado “juicio por jurados”, emergiera de una ley nacional, o quedaba reservado a cada Provincia de la Nación dictar su propia legislación?


En una muy preliminar respuesta podría decirse que no puede interpretarse otra cosa, que a favor de la autonomía provincial para el dictado de una norma al respecto. Esto seguramente lo ha interpretado la Provincia de Córdoba que tiene legislada esta forma de juzgamiento.


Este es uno de los precedentes que se han tenido en cuenta por considerarlo el más compatible con la realidad actual.


La razón parece por demás simple. El juicio por jurados no es una norma del derecho penal, ni por su naturaleza, integrante de un código de fondo –reservados en tal caso al Congreso de la Nación por el inc. 12º del Art. 75 de la Constitución Nacional-, sino un medio o forma propia de sustanciación de un proceso o causa penal. En tal caso, al tratarse por esa razón de legislación adjetiva, quedarían pocas dudas acerca de la facultad de las provincias de legislar al respecto.


Lo que parece razonable interpretar es que cuando el inc. 12º del Articulo 75 antes citado se refiere al establecimiento del juicio por jurados, lo esta haciendo en cuando sea materia de la justicia federal, y no ordinaria de las Provincias.


Mas aun, aventando dudas  si pudiéramos planteárnoslas, el articulo 5º de la Constitución Nacional asegura ese derecho provincial: “Cada provincia dictara para si una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia……..”


Y esa misma Constitución Nacional en su artículo 121 establece que las provincias conservan todo el poder no delegado al Gobierno federal;  continuando en el artículo 122 expresando que “se dan sus propias instituciones locales y se rigen por ellas”.


El establecimiento del juicio por jurados, no es más ni menos que uno de los medios procesales para asegurar la citada administración de justicia. Medio reconocido en la Carta Magna cuando en el citado articulo 118, 2º párrafo claramente dispone “La actuación de estos juicios se hará en la misma provincia donde se hubiera cometido el delito…..”. ¿COMO HABRIA PUES LA NACION DE LEGISLAR SOBRE LOS PROCEDIMIENTOS EN UNA PROVINCIA PARA LAS CUESTIONES DE DERECHO COMUN? Esta hermenéutica jurídico-constitucional no hace otra cosa que reconocer la facultad provincial de legislar en la materia. Si la actuación de los juicios por jurados se hará en la provincia donde se cometió el delito, al ser un medio procesal de hacer funcionar y aplicar la legislación sustantiva (el Código Penal), no cabe duda que la Nación no tiene facultad para legislar sobre la materia procesal en territorio provincial.

La puesta en marcha de esta mecánica procesal que se propone –sobre la base de los fundamentos que vengo desarrollando-, vendría a democratizar de alguna manera la función de administrar justicia que el estado debe garantizar.


Es cierto que el dictamen de culpabilidad o inocencia del juicio por jurados será inapelable (salvo arbitrariedad o absurdo manifiestos); pero no es menos cierto que la sentencia de merito dictada por jueces de derecho, goza de los mecanismos impugnatorios del procedimiento penal.


Si bien los integrantes del juicio por jurados son legos, no debe menospreciarse su intima convicción a la hora de decidir sobre la culpabilidad o inocencia. La buena fe y la pureza de la íntima convicción del ser humano –más allí de su nula formación jurídica-, debe ser lo que naturalmente se presume. 


La pauta para pensar de este modo la da uno de los maestros de la Iglesia. En la Summa Theologiae, Santo Tomas de Aquino (1225-1274) define la justicia diciendo: “es el habito por el cual el hombre le da a cada uno  lo que es propio mediante una voluntad constante y perpetua”. Es decir, el sentido de justicia hasta podría considerarse como una vocación instintiva, cual si fuera una pulsión primaria. Diferenciar lo justo de lo injusto hasta podría compararse en un paralelismo con la diferencia entre el bien y el mal o entre la verdad y la mentira.


Se ha previsto que tanto para el veredicto de inocencia como el de culpabilidad se requiera –a diferencia de otros proyectos-, tan solo mayoría simple de votos, toda vez que el sometido a proceso puede escoger el medio de juzgamiento que hasta hoy esta vigente, sustrayéndose a esta alternativa del Juicio por Jurados; razón por la que las garantías defensivas están debidamente salvaguardadas.


Con posterioridad a la Constitución de 1853, hubo múltiples intentos para implementar el juicio por jurados. La ley 483 del año 1871 (ADLA 1853-1880, promulgada el 6/10/1971) durante la presidencia de Domingo Faustino Sarmiento, autorizo al P. Ejecutivo a designar una comisión de dos personas para elaborar el proyecto de ley. Fueron designados para ese cometido el Prof. Dr. Florentino González –profesor de derecho constitucional en la Universidad de Buenos Aires-, y el Dr. Victorino de La Plaza.


En el debate parlamentario de la citada ley 483, el Senador Mitre expreso: “la institución del jurado es el complemento del sistema democrático: es la justicia administrada al pueblo por el pueblo mismo”.


El 23 de abril de 1873 fue presentado el proyecto elaborado por los citados Dres. González y de la Plaza, pero no tuvo tratamiento parlamentario.


Hubo muchos trabajos para instaurar el juicio por jurados. Uno del conocido procesalista Tomas Jofre (1919), autor del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires. El Dr. Jofre siendo diputado y miembro de este Honorable Recinto presento el proyecto de Código Procesal Penal en la sesión del 15 de mayo de 1908 en esta misma Cámara.


Su proyecto aprobado, rigió hasta la sanción de la ley 11.922 (B.O. 23/1/97). Casi cien años de marco adjetivo para la aplicación del código de fondo en nuestra provincia, refuerzan la autoridad intelectual de su autor.


El proyecto de ley de juicio por jurados del nombrado, también se ha tenido en cuenta como antecedente para el proyecto que estoy presentando, con las naturales adaptaciones o modificaciones propias de la evolución social y del mapa judicial de esta provincia.


Y hubo otros aportes como los del Dr. Enrique del Valle Ibarlucea (1920), del Dr. Juan Amadeo Oyuela (1930), del Dr. Jorge Albarracin Godoy (1937); y ya contemporáneos entre nosotros, del Dr. Jorge Vanossi (1986), del Dr. Antonio Hernández (1992), y del Senador Jorge Yoma (2004).



No quise pasar por alto el documento “Reflexiones sobre la Justicia” de la LXXIII Asamblea Plenaria de los Obispos de la Republica Argentina (San Miguel, 26 de abril de 1997), cuando entre otras cosas expresaron: “Hace unos años los Obispos planteamos a la sociedad argentina la urgente necesidad de una justicia demasiado largamente esperada. En esta Asamblea hemos puesto especial atención en la vivencia de la virtud de la justicia y en la administración de la misma. La dignidad del hombre y la calidad de vida de una Nación están reflejadas en gran medida por el nivel de justicia en que vive cada ciudadano y en la rectitud de su administración por los Poderes del Estado, comenzando por el dictado de leyes justas y su correcta aplicación” 

 Señores legisladores, miembros de esta Honorable Cámara de Diputados, entiendo que para sancionar una ley de puesta en funcionamiento de los juicios por jurados en la provincia de Buenos Aires, existe un múltiple mandato constitucional, histórico, filosófico, dogmático y político.
Conforme el cuadro de situación para implementar los juicios por jurados en diversos lugares de nuestro país, la Asociación Argentina de Juicio por jurados, tiene contabilizados los siguientes proyectos presentados:  


Proyecto: Nuevo Código Procesal Penal para la Provincia de Neuquén. Adopta un modelo de enjuiciamiento con jurado clásico para delitos graves. Aprobado el 24/11/11.


Proyecto: Instauración del juicio por jurados en la Provincia de Buenos Aires, presentado por el Poder Ejecutivo. Adopta un modelo de enjuiciamiento por jurado clásico para delitos graves.


Proyecto Establecimiento del juicio por jurados en la Nación Argentina (Nicolás Fernández) Presentado en la Honorable Cámara de Senadores de la Nación.


Proyecto: Establecimiento del juicio por jurados en la Nación Argentina (Héctor Recalde). Presentado en la Honorable Cámara de Diputados de la Nación.


Proyecto: Reforma del Código Procesal Penal de la Provincia de Rió Negro. Contempla un modelo de enjuiciamiento con jurado clásico.


Proyecto: Ley de juicio por jurados y con vocales legos de la Provincia de Chubut. Contempla modelo de enjuiciamiento con jurado clásico para delitos graves.


Proyecto: Nuevo Código Procesal Penal para la Provincia de Corrientes. Sienta las bases para el establecimiento del juicio por jurados, pero a través de una ley especial.


En el proyecto que estoy presentando, entendí razonable aplicar un criterio amplio e incluir dentro de la orbita de juzgamiento mediante juicio por jurados a todas las figuras delictivas que no sean de las denominadas causas correccionales o procedimientos especiales (Art. 376 del Código Procesal Penal).


Señores Legisladores: es cierto que el tema puede ofrecer las más variadas opiniones, tanto entre los que creemos en la utilidad del instituto, como en los detractores, dicho esto con todo respeto. Es sabido que el derecho como la medicina no son ciencias exactas, razón por la cual admiten la existencia de opiniones encontradas y controvertidas.


Pero teniendo presentes las palabras que exprese anteriormente, existe un múltiple mandato constitucional, histórico, filosófico, dogmático y político, por lo que vienen a mi mente estas palabras: “Y como muchas veces las acciones de la vida no admiten demora (lo que también me enseñaron mis largos años ejerciendo la medicina en el interior de esta Provincia) es una verdad muy cierta que, cuando no esta en nuestro poder discernir las opiniones mas verdaderas, debemos seguir las mas probables; y, aunque no hallemos mayor probalidad en unas que en otras, debemos sin embargo, decidirnos por algunas y considerarlas después, en cuando referidas a la practica, no como dudosas, sino como verdaderas y ciertas, ya que lo es la razón que no ha determinado a seguirlas”
 (lo enmarcado entre paréntesis me pertenece).


Por ello, después de haber meditado largamente sobre este tema, que me parece trascendente, decidí presentar este proyecto a la consideración de la Honorable Cámara de Diputados, invitando a mis colegas de todas las bancadas a acompañarlo, en la seguridad que estaremos dando a la provincia una respuesta y una herramienta largamente esperada.

� Descartes – Discurso del método – 3º parte, Nº 24.
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